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El gobierno de Zeferino Torreblanca Galindo lleva dos años y aún no ha podido 

arrancar ninguno de los cinco proyectos estratégicos de su administración. Dos están en 

jaque por conflictos sociales, uno ha quedado en el aire por una reforma legal que 

motivó una tardía intentona de Torreblanca y otros 15 mandatarios estatales por 

detenerla, y los últimos dos no tienen para cuándo empezar. 

Los dos que están detenidos por conflictos sociales son la presa hidroeléctrica La Parota 

y la creación de polos de desarrollo en torno a grandes inversiones mineras, entre las 

que resalta la empresa Luismin. El tercer revés lo asestó la entrada en vigor, el viernes 

pasado, de la enmienda del Congreso de la Unión a la Ley General de Vida Silvestre, 

que prohíbe todo tipo de construcción en zonas de humedales para proyectos turísticos. 

Con esta restricción se afectaría la construcción del corredor turístico Acapulco-

Zihuatanejo sobre parte de la franja de humedales de la Costa Grande, proyectado por el 

Fondo Nacional de Turismo (Fonatur) para concluirse en 2025. Es uno de los proyectos 

más ambiciosos de la administración estatal, por la millonaria inversión privada y 

pública que representa. 

Se trataría de una extensa zona hotelera con 22 mil 705 cuartos; una autopista que 

comunicaría ambos puertos; aeropuerto, y una terminal marítima, que representaría una 

inversión de 21 mil 847 millones de pesos del sector privado, y de 6 mil 415 millones 

de pesos de los tres órdenes de gobierno, como especificó Fonatur al anunciar el 

proyecto con el gobernador Zeferino Torreblanca en 2005. 

Y sin comenzar están la ampliación al municipio de La Unión, del puerto Lázaro 

Cárdenas, en los límites con Michoacán, y el aprovechamiento integral de los recursos 

forestales en La Montaña. Todos han sido concebidos por el gobierno de Torreblanca 

Galindo como “estratégicos y prioritarios para detonar el desarrollo regional”, según 

puntualiza el Programa Sectorial de Desarrollo Económico 2005-2011. 

Conflicto minero 



Como se sabe, la empresa Luismin –fusión de la compañía canadiense Goldcorp y la 

mexicana Grupo de Desarrollo Minero San Luis–, que explota la mina Los Filos, 

enfrenta la oposición de ejidatarios de Carrizalillo, municipio de Eduardo Neri, que 

mantienen bloqueados los accesos a las instalaciones desde hace 25 días. Los 

inconformes ya fueron desalojados con violencia por la policía estatal, pero un día 

después reanudaron el bloqueo. 

El conflicto se sitúa entre las comunidades de Mezcala y Carrizalillo, donde la empresa 

tiene invertidos 92 millones de dólares, equivalentes a 82 por ciento de la inversión 

minera del estado, estimada hasta 2004 en 112 millones de dólares. 

El gobierno estatal centra sus expectativas en que esta inversión extranjera lleve a 

Guerrero del octavo al primer lugar nacional como productor de oro, con lo que, dice, 

contribuiría “de manera importante al crecimiento económico de la entidad”, aunque la 

aportación real de la empresa ha sido el alquiler de las tierras a bajo costo a sus 

propietarios y la creación de empleos de baja especialización y poca paga. 

Según la Secretaría de Desarrollo Económico, Luismin amenazó con irse a otra entidad 

si esta semana no son desalojados los inconformes. 

La Parota 

El proyecto hidroeléctrico La Parota fue dado a conocer en noviembre de 2002 por el 

gobierno de Vicente Fox. La CFE tiene proyectada una inversión de poco más de mil 

millones de dólares. Ha desatado un conflicto social que se ha prolongado por casi 

cuatro años por la fuerte resistencia de un sector de ejidatarios y comuneros afectados 

en sus tierras, de los municipios de Acapulco, Juan R. Escudero y San Marcos, 

aglutinados en el Consejo de Ejidos y Comunidades Opositoras a La Parota (Cecop), 

quienes cuentan con un amparo del Tribunal Unitario Agrario que impide a la 

paraestatal ingresar a los bienes comunales de Cacahuatepec para realizar los estudios 

correspondientes. Los trabajos están paralizados. 

Al llegar Torreblanca al Ejecutivo estatal, en febrero de 2005, marcó como prioridad 

este proyecto del gobierno federal y se ha manifestado a favor de la CFE, a pesar de que 

enfrenta la oposición de comuneros y ejidatarios En una conferencia magistral que dio 

en la UAG aseguró que encuestas hechas por su gobierno muestran un amplio respaldo 



de la sociedad guerrerense a la construcción, e incluso presentó un video promocional 

de la obra, editado por su gobierno. 

Aun cuando el presidente Felipe Calderón no ha hecho mención de este proyecto, la 

ratificación de Alfredo Elías Ayub al frente de la CFE lo mantiene vigente. El conflicto 

ha derivado en enfrentamientos entre los pobladores que están a favor y contra la obra, y 

de los opositores con las fuerzas estatales y municipales. 

Revés legal 

Un vuelco dio el proyecto del corredor turístico Acapulco-Zihuatanejo, planeado para 

desarrollar la franja costera de la Costa Grande como atractivo adicional a ambos 

destinos guerrerenses, al publicar el presidente Calderón en el Diario Oficial de la 

Federación las enmiendas hechas por el Congreso de la Unión al artículo 60 de la Ley 

General de Vida Silvestre, que prohíben la remoción, relleno, transplante, poda o 

cualquier obra o actividad que afecte la integridad del flujo hidrológico del manglar, del 

ecosistema y su zona de influencia para proyectos turísticos. 

El mismo día que se publicó la adición, gobernadores de estados que incluyen litorales, 

entre ellos Torreblanca Galindo, rechazaron los cambios y solicitaron al Ejecutivo 

federal hacer un análisis colectivo antes de publicarla. Sin embargo, como indican los 

artículos transitorios, el decreto entró en vigor este viernes. 

Con este revés sufrido por los mandatarios estatales se corre el riesgo de no concretarse 

el corredor turístico de Costa Grande, el proyecto más ambicioso del gobierno 

zeferinista. La franja turística Acapulco-Zihuatanejo incluye los municipios Acapulco, 

Coyuca de Benítez, Atoyac, Benito Juárez, Tecpan, Petatlán y José Azueta, en una 

franja litoral de 230 kilómetros de largo donde habitan 1.1 millones de personas. Según 

el Fonatur, esta costa cuenta con 44 mil 300 cuartos de hotel que reciben cada año unos 

4.3 millones de turistas. Justo en esta franja se ubican las zonas de humedales más 

extensas del estado, entre ellas las lagunas de Coyuca y Mitla, la laguna de Michigan y 

los médanos de Potosí, entre otros. 

La primera etapa del corredor turístico abarcaría 72 kilómetros de la Costa Grande, 

desde Acapulco hasta San Jerónimo, donde se ubican las lagunas de Coyuca y de Mitla, 



con vastas áreas de manglar en las que se construirían desarrollos en El Dorado-Las 

Palmas, El Carrizal y la laguna de Coyuca. 

 


